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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

En fecha 12 de junio de 2017, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia conjunta, en sentencia número 454, expediente número 2017-0610, en el recurso de 

nulidad por razones de inconstitucionalidad del Decreto Presidencial Nº 2.878, publicado en 

Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, número 41.156 del 23 de mayo de 

2017, que establece “inconstitucionalmente las bases comiciales para la Asamblea Nacional 

Constituyente”, declaró sin lugar el recurso. 

La Sala estableció: 

El presente recurso de nulidad por razones de inconstitucionalidad va dirigido a 

impugnar el Decreto Presidencial Nº 2.878, publicado en Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela, número 41.156 del 23 de mayo de 2017, que establece las 

Bases Comiciales para la Asamblea Nacional Constituyente, convocada según el Decreto 

número 2.830 del 1 de mayo de 2017, publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 6.295, Extraordinario de la misma fecha.   

Esta Sala, previamente, advierte que mediante fallo N° 378 del 31 de mayo de 

2017, resolvió un recurso de interpretación de los artículos 347 y 348 de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela, en la que se estableció lo siguiente:  

“(...omissis...) 

Con base en este fallo, el Presidente de la República convocó, mediante 

Decreto N° 3 del 2 de febrero de 1999, el referéndum para que el pueblo se 

pronunciase sobre la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente. 

Asimismo, el 10 de marzo del mismo año, el convocante publicó la propuesta que 

fijó las Bases de la Convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, a fin de 

que fueran sometidas a la aprobación del pueblo en el referéndum convocado por 

el Consejo Nacional Electoral para el 25 de abril de 1999.  

Dichas bases fueron modificadas mediante sentencia de la Corte Suprema de 

Justicia del 18 de marzo de 1999 y su aclaratoria del 23 de marzo del mismo año, 

así como según fallo del 13 de abril de 1999. 

Ahora bien, de lo expuesto se evidencia que el proceso constituyente que dio 

a luz la vigente Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se inició 
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mediante la convocatoria, por parte del Jefe de Estado, de un referéndum 

consultivo para que el pueblo se pronunciase sobre la convocatoria de una 

Asamblea Nacional Constituyente, en cuya oportunidad, el convocante propuso las 

bases para la elección de los integrantes del cuerpo encargado de la elaboración 

del nuevo texto fundamental. 

Tales circunstancias iniciales se debieron a la ausencia en la Carta de 1961 

de mención alguna de esta modalidad de revisión constitucional (sensu lato), lo 

que hizo necesaria la debida consulta interpretativa ante la antigua Corte Suprema 

de Justicia. 

La situación constitucional actual es totalmente diferente. En efecto, como 

consecuencia del proceso de producción constituyente originaria, se estableció en 

el Título IX de la Carta de 1999, tres modalidades de ‘revisión’ constitucional: la 

enmienda, la reforma y la Asamblea Nacional Constituyente. Esta última se 

integra, por primera vez en la historia constitucional de Venezuela, con ciertas 

características que es preciso señalar, a los efectos de resolver las dudas 

planteadas en el recurso de interpretación de autos:  

En primer lugar, no hay previsión alguna sobre un referéndum acerca de la 

iniciativa de convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente. Por otra 

parte, al consultar el contenido de la sesión 41 del 9 de noviembre de 1999, en el 

Diario de la Constituyente, esta Sala observó que en el desarrollo del debate 

correspondiente, la propuesta del Constituyente Manuel Quijada de que el pueblo 

pudiera convocar a la Asamblea Constituyente mediante un referéndum, fue 

negada. 

Esta ausencia de previsión es, además, común a las otras modalidades de 

modificación constitucional, como lo son la Enmienda (Capítulo I) y la Reforma 

Constitucional (Capítulo II), ambas contenidas en el Título IX de la Carta Magna.  

Ahora bien, ciertamente el artículo 71 eiusdem contempla la posibilidad 

opcional o facultativa de convocar a referendo consultivo las ‘materias de especial 

trascendencia nacional’; sin embargo, existen circunstancias objetivas 

sobrevenidas que ambientan el proceso de instalación de la Asamblea Nacional 

Constituyente, como es la aguda situación de la crisis política actualmente 

enfrentada y que ha provocado el decreto de un estado de excepción no concluido 

aun, que ha motivado la toma de decisiones genéricas, expeditas y de profundidad 

constitucional, dentro de la cuales, por iniciativa del Presidente de la República se 

ha resuelto iniciar la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, que 

pueda en condiciones pacíficas poner de acuerdo al país en un nuevo Contrato 

Social, sin hacer uso en esta oportunidad, por tales circunstancias, de lo previsto 

en el citado artículo 71. 

Efectivamente, una de las razones fundamentales de que se hiciese necesario 

convocar un referéndum consultivo bajo la vigencia del texto constitucional de 

http://www.zaibertlegal.com/


 
3 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

1961, es que en el mismo no estaba contenida esta modalidad de revisión 

constitucional (sensu lato).  

Por el contrario, la Carta de 1999 la contempla expresamente, aunque para 

conservar su característica de poder constituyente originario (y no constituyente 

derivado - enmienda y reforma - o constituido), solo se precisa la iniciativa para su 

convocatoria, la prohibición de que los poderes constituidos puedan impedir u 

objetar las decisiones constituyentes (art. 349) y el límite al producto de sus 

actuaciones o deliberaciones: el carácter republicano del Estado, la independencia 

(soberanía), la paz, la libertad, el mantenimiento de los valores, principios y 

garantías democráticas, y la progresividad de los derechos humanos (art. 350). 

Ello, porque si hubiera sido regulado constitucionalmente el proceso de 

formación del texto fundamental y la actuación del cuerpo constituyente, se 

habrían creado límites que desnaturalizarían su carácter de poder constituyente 

originario y, en principio, ilimitado.  

En conclusión, en el debate constituyente prevaleció la tesis de acuerdo con 

la cual la Constitución no puede limitar la Asamblea Constituyente, pues, al ser 

ésta la expresión directa de la soberanía popular, no admitía limitaciones.  

En lo que atañe concretamente al artículo 347 constitucional, se advierte 

claramente el principio de la soberanía popular plasmado en el artículo 5 de los 

Principios Fundamentales (Título I) de la misma Constitución. En efecto, esta 

disposición, en su encabezamiento, pauta que la soberanía reside 

intransferiblemente en el pueblo, quien la ejerce directamente en la forma prevista 

en esta Constitución y en la ley e, indirectamente, mediante el sufragio, por los 

órganos que ejercen el Poder Público. 

Eso significa que el titular (o depositario) de la soberanía es el pueblo de la 

República Bolivariana de Venezuela; pero en lo que concierne a su ejercicio (de la 

soberanía) es necesario distinguir el ejercicio directo (democracia directa), que en 

nuestro ordenamiento jurídico se manifiesta en los medios de participación y 

protagonismo contenidos en el artículo 70 de la Constitución y que fueron 

desarrollados fundamentalmente mediante las leyes del Poder Popular (como la 

Ley Orgánica del Poder Popular, la Ley Orgánica de Planificación Pública y 

Popular, la Ley Orgánica de Comunas, la Ley Orgánica de Contraloría Social, la 

Ley Orgánica del Sistema Económico Comunal, la Ley Orgánica de los Consejos 

Comunales, la Ley Orgánica del Consejo Federal de Gobierno, la Ley Orgánica de 

la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal, la Ley Orgánica para la 

Gestión Comunitaria de Competencias, Servicios y otras atribuciones; entre otras 

normas). 

En estos casos, el pueblo es titular de la soberanía y la ejerce directamente a 

través del poder popular. En tal sentido, el poder popular encarna la democracia 
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directa y sería contradictorio pretender que sus ‘expresiones’ sean elegidas como 

si se tratara de una ‘representación’ del cuerpo electoral.  

La segunda modalidad de ejercicio de la soberanía es la indirecta, a través 

de los órganos que ejercen el Poder Público.  

Uno de los rangos fundamentales distintivos que hacen de la Carta de 1999 

una Constitución Social de nuevo tipo, es la opción por la democracia participativa 

y protagónica. En efecto, la Constitución de 1961 proclamaba en su artículo 3 que 

‘El gobierno de la República de Venezuela es y será siempre democrático, 

representativo, responsable y alternativo’. Esta disposición se complementaba con 

el artículo 4, que a la letra decía: ‘La soberanía reside en el pueblo, quien la 

ejerce, mediante el sufragio, por los órganos del Poder Público’. 

Sólo el artículo 246 eiusdem contemplaba en su ordinal 4° la previsión de un 

referéndum ratificatorio en caso de reforma general de la Constitución. 

Ello significa que en el texto de 1961 había una clara escisión entre la 

titularidad de la soberanía (principio de soberanía popular) y su ejercicio (órganos 

del Poder Público). Se trata pues de una democracia representativa extrema o 

pura, al mejor estilo liberal, sin mecanismos de democracia directa. 

La Constitución de 1999 consagra el principio de la soberanía popular con 

las consecuencias políticas aludidas por Rousseau: el mandato imperativo 

(revocatoria del mandato -arts. 6 y 72- y rendición de cuentas -arts. 6 y 66). Es 

decir, en la nueva Carta el pueblo no solo es titular de la soberanía sino que, 

además, puede ejercerlo directamente a través de los medios de participación 

contenidos en el artículo 70 eiusdem y las modalidades ‘referendarias’ 

contempladas en los artículos 71, 72, 73 y 74 eiusdem. 

Estamos así en presencia de la democracia participativa y protagónica, 

respaldo político del Estado democrático y social de derecho y de justicia (artículo 

2 constitucional). 

La democracia participativa se manifiesta en las distintas modalidades 

referendarias (referéndum consultivo, revocatorio, aprobatorio y abrogatorio) y en 

el poder popular, que no es más que la concreción del ejercicio directo de la 

soberanía (artículo 5 constitucional). Democracia participativa es democracia 

directa y sus expresiones son medios de participación y protagonismo del pueblo, 

no una representación del cuerpo electoral (democracia representativa). 

Claro está, lo expuesto no significa que el modelo de democracia par-

ticipativa excluye la representación. Ello implicaría la desaparición del Estado-

aparato, que es imprescindible para la gestión diaria de los asuntos públicos. 

Como refiere Enrique Dussel, la democracia participativa y la representativa no 

son términos antitéticos o contradictorios: ‘Deben ser articulados dialécticamente, 

de manera que un término enriquezca al otro y se definan mutuamente’. 
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(...omissis...) 

Ahora bien, la representación que, como advertimos, fue la regla en la 

Constitución de 1961, no deja de ser democrática y junto con los medios directos 

de ejercicio de la soberanía que ofrece la Constitución de 1999, constituyen los 

rasgos característicos del modelo constitucional venezolano.  

El artículo 347, cuya interpretación se solicita, debemos necesariamente 

articularlo con el artículo 348, ambos del texto constitucional. En efecto, el pueblo 

de Venezuela es el depositario del poder constituyente originario y, en tal 

condición, y como titular de la soberanía, le corresponde la convocatoria de la 

Asamblea Nacional Constituyente. Pero la iniciativa para convocarla le 

corresponde, por regla general, a los órganos del Poder Público (el Presidente o 

Presidenta de la República en Consejo de Ministros; la Asamblea Nacional, 

mediante acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes; y los Concejos 

Municipales en cabildos, mediante el voto de las dos terceras partes de los mismos) 

quienes ejercen indirectamente y por vía de representación la soberanía popular. 

La única excepción de iniciativa popular de convocatoria es la del quince por 

ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y 

Electoral. 

De tal manera que, el artículo 347 define en quien reside el poder 

constituyente originario: en el pueblo como titular de la soberanía. Pero el artículo 

348 precisa que la iniciativa para ejercer la convocatoria constituyente le 

corresponde, entre otros, al ‘Presidente o Presidenta de la República en Consejo 

de Ministros’, órgano del Poder Ejecutivo, quien actúa en ejercicio de la soberanía 

popular.  

En los términos expuestos anteriormente, la Sala considera que no es 

necesario ni constitucionalmente obligante, un referéndum consultivo previo para 

la convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente, porque ello no está 

expresamente contemplado en ninguna de las disposiciones del Capítulo III del 

Título IX (...)”.  

Una vez señalado el contenido del fallo antes mencionado, pasa esta Sala a 

resolver lo referente al recurso de nulidad.  

De la presunta nulidad por razones de inconstitucionalidad del Decreto N° 2.878 

de fecha 23 de mayo de 2017, publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela, número 41.156 de la misma fecha, que propuso las bases comiciales 

territoriales y sectoriales sobre las cuales se llevará a cabo la convocatoria, conformación 

y funcionamiento de la Asamblea Nacional Constituyente.    

En primer término, esta Sala precisa advertir que el Decreto N° 2.878 impugnado, 

fue parcialmente modificado por iniciativa del convocante, mediante el Decreto N° 2.889 

de fecha 4 de junio de 2017, publicado en Gaceta Oficial N° 41.165 de fecha 5 de junio 

http://www.zaibertlegal.com/


 
6 

 

 
Av. Libertador, Edificio Multicentro Empresarial del Este, Edificio Miranda, Piso 11, Oficina B-113, Chacao, Caracas – Miranda 

Zona Postal 1060, Venezuela. Teléfonos: +58.212.2635902 +58.212.2637902 Fax: +58.212.2660079. 
www.zaibertlegal.com - escritorio@zaibertlegal.com 

 

de 2017. Asimismo, el Consejo Nacional Electoral en sesión celebrada el día 7 de junio 

de 2017, examinó íntegramente las bases comiciales contenidas en la propuesta 

presentada por el Ejecutivo Nacional para la convocatoria a la Asamblea Nacional 

Constituyente y acordó reformarlas parcialmente. 

De tal manera, en cumplimiento de sus atribuciones, le dio su conformidad 

normativa y estableció, mediante Resolución N° 170607-118, de fecha 7 de junio de 

2017, las “Bases Comiciales para la Asamblea Nacional Constituyente”.  

Ahora bien, del escrito consignado por el accionante, podemos resaltar como 

presuntas razones de inconstitucionalidad del identificado acto dictado por el Presidente 

de la República en Consejo de Ministros, “en ejecución directa e inmediata” de la 

Constitución:  

a)     Que en el primer Considerando del Decreto N° 2.878, se le asignan a la Asamblea 

Nacional Constituyente, atribuciones que exceden el artículo 347 de la Constitución de 

1999, al proponer la construcción del socialismo y la refundación de la Nación 

venezolana.  

b)    El Decreto Presidencial se encuentra en contradicción con el artículo 4 de la 

Constitución y colide con el carácter universal del sufragio.  

c)     Que se desconoce el modelo federal venezolano y se atenta contra el principio de la 

soberanía popular, prevista en el principio de proporcionalidad poblacional.  

d)    La falta de consulta popular de las Bases Comiciales, por oposición a la consulta por vía 

“referendaria” de las mismas en el proceso constituyente de 1999.  

e)     Usurpación de la soberanía popular por la soberanía territorial, al contemplar las bases 

comiciales inconstitucionales que los constituyentes territoriales representarán a los 

municipios y no a los ciudadanos.  

f)     Desconocimiento del principio de organización comicial en representación proporcional 

a la población en base federal y su sustitución por representación territorial municipal.  

g)    Vicios de desfiguración del principio constitucional de la universabilidad del sufragio al 

contemplar la representación sectorial.  

Examinemos sucintamente los vicios denunciados: 

a)     En relación con el Primer Considerando del Decreto N° 2.878, esta Sala debe advertir 

que si bien los considerandos pueden servir como base axiológica de un acto 

normalmente de naturaleza administrativa o de una declaración de principios, no forma 

parte del texto de tal acto. La parte normativa y vinculante del acto en cuestión está en el 

propio Decreto o en la Resolución. 

Al no tener un contenido normativo y referir a razones precedentes al acto, 

usualmente tienen un valor relevante cuando invocan la potestad competencial, no 
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conteniendo en absoluto propuestas vinculantes para el órgano encargado de la 

elaboración del nuevo texto fundamental.  

Por otra parte, cuando se hace referencia a la Nación venezolana, estamos enmarcados 

dentro de la teoría clásica francesa que asimila el Estado a la Nación. Como nos refiere el 

Dr. Humberto J. LA ROCHE en su texto de Derecho Constitucional (Tomo I. Parte 

General. Valencia. Vadell Hermanos Editores. 1999; pág. 277), en apoyo de esta 

posición, expone que Carré de Malberg decía que “el principio de la soberanía nacional 

no puede ser a la vez un atributo del Estado y de la Nación, y que la Nación no puede ser 

soberana al mismo tiempo que el Estado, sino con la condición de que formen una sola y 

única persona”. En definitiva, la Nación es un concepto esencialmente sociológico: no 

existe jurídicamente y no es sujeto de derecho, ni titular de la soberanía, sino en la 

medida en que se encuentra organizada por el estatuto estatal. Como dice LA ROCHE, 

“la Nación no es la substancia del régimen estatal sino su destinatario” (idem). 

Si no se realiza esta asimilación, no existirían en el mundo Estados compuestos 

(federales, confederados) ni unitarios “multinacionales”, como China.  

En todo caso, menciones como la impugnada en un “Considerando”, son irrelevantes 

a los efectos de examinar la constitucionalidad del acto (decreto), salvo si se tratara del 

fundamento constitucional de su competencia; así se decide.  

b)    En relación con la segunda denuncia, no advierte la Sala violación alguna del contenido 

del artículo 4 del Título I de la Constitución vigente. Dicha disposición ratifica el carácter 

federal descentralizado de la República Bolivariana de Venezuela, “en los términos 

consagrados en esta Constitución”.  

Se sabe que el régimen federal venezolano tiene rasgos particulares que lo alejan de 

un Estado Federal clásico. Por ejemplo, desde 1945 el Poder Judicial es nacional (no 

estadal) y en la Carta de 1999 se eliminó el Senado, como Cámara representante de los 

estados como entidades federativas. Por otra parte, no se advierte en este artículo 

referencia alguna al carácter universal del sufragio. Así se declara.   

c)    Esta Sala, insiste, no observa del Decreto impugnado una violación al modelo federal 

venezolano. De los argumentos desarrollados como fundamento de esta denuncia de 

violación, el recurrente propone asumir el itinerario electoral previsto en la Ley Orgánica 

de Procesos Electorales para las elecciones de los cuerpos colegiados. 

Obviamente, la conformación de un cuerpo o convención constituyente es diferente, 

por sus propios objetivos, a la elección e integración de un concejo municipal, un consejo 

legislativo estadal o la Asamblea Nacional. 

Las normas que regulan la materia están contenidas en las Bases Comiciales que 

corresponde presentarlas al convocante. El Constituyente sólo hizo referencia en el 

Capítulo III del Título IX, a la titularidad del poder constituyente originario: el pueblo de 

Venezuela (artículo 347); y a los funcionarios y ciudadanos que pueden ejercer la 

iniciativa de convocatoria en ejercicio de dicha soberanía (artículo 348). Si bien no hay 
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referencia alguna a la Bases Comiciales en el articulado del Capítulo III, en la 

Constituyente de 1999 tal carga le correspondió al Convocante y fue objeto de recursos 

jurisdiccionales y del control del Consejo Nacional Electoral, lo cual se ha dado en 

similares términos en la presente oportunidad. Así se decide.          

d)    En cuanto a la falta de consulta popular de las Bases Comiciales de 2017, la Sala ratifica 

lo decido en relación con el recurso de interpretación de los artículos 347 y 348 

constitucionales, en  su decisión 378/2017, por lo cual resulta inoficiosa pronunciarse de 

nuevo sobre este punto. Así se declara. 

e)    En lo referente a la presunta usurpación de la soberanía popular por la soberanía 

territorial, en vista de que los constituyentes territoriales representarán a municipios y no 

a ciudadanos; es preciso una vez más hablar de la naturaleza de este proceso 

constituyente y a los principios que caracterizan al Estado democrático y social de 

derecho y de justicia. 

El artículo 5 de la Constitución vigente establece que la titularidad de la soberanía 

reside en el pueblo. Pero hay dos modalidades para su ejercicio: la democracia directa 

(ejercicio directo de la soberanía en la forma prevista en esta Constitución y en la ley); y 

la democracia indirecta, que es ejercida mediante el sufragio, por los órganos que ejercen 

el Poder Público.  

La democracia directa se ejerce mediante los medios de participación y protagonismo 

del pueblo en ejercicio de su soberanía. Estos medios se mencionan en el artículo 70 

constitucional y la “ley establecerá las condiciones para el efectivo funcionamiento de los 

medios de participación previstos en este artículo”. Múltiples son las modalidades de 

democracia directa que el Constituyente previó expresamente (como los referendos) y 

otros han sido desarrollados en las leyes del Poder Popular. Aunque los mecanismos de 

ejercicio directo de la soberanía no exigen en principio el mecanismo del sufragio, en 

algunos casos es necesario utilizar los comicios, normalmente universales, directos y 

secretos, en virtud del carácter masivo de algunas comunidades. Lo que sí es 

imprescindible advertir es que en la democracia directa, que implica la organización de 

grupos humanos según su especialidad laboral, profesional, su condición social, la 

necesidad de su especifidad étnica o cultural o la especial protección que requiere una 

discapacidad física, motora o etaria; hace que el convocante pueda y/o deba resaltar tales 

circunstancias para que su participación y sus derechos no se “pierdan” en la masa.  

En la Constitución de 1999 el único artículo que garantiza la democracia no es el 63. 

En efecto, el artículo 63 garantiza en primer término la personalización del sufragio; y si 

bien el de representación proporcional es también reconocido, no podemos olvidar que 

estamos en presencia de un Estado federal particular que, al haber eliminado el Senado, 

ha instrumentado mecanismos para así asegurar en lo posible la igualdad de las entidades 

territoriales al margen del elemento cuantitativo de la población. Por ejemplo, el artículo 

168 constitucional pauta que “cada entidad federal elegirá, además, tres diputados o 

diputadas”. 
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Estos tres (3) diputados no tienen que ver con la base poblacional, es decir, que le 

corresponden tanto al Zulia o Miranda, como a Amazonas o Delta Amacuro. 

Quiere significar la Sala, que de las Bases Comiciales se evidencia un mecanismo 

eleccionario particular que pretende una integración de la Asamblea Nacional 

Constituyente que respeta el artículo 62, base de la democracia participativa y 

protagónica; que contemple la personalización del sufragio, uno de los pilares de nuestra 

soberanía electoral, pero además, que garantice una adecuada representación territorial, a 

los fines de incorporar efectivamente a cada uno de los municipios que integran la 

República, en atención a su condición de “unidad política primaria de la organización 

nacional” (artículo 168 eiusdem). 

Ningún sistema electoral es puro, siempre es mixto y el propuesto, que no está 

obligado a seguir a la Ley Orgánica de Procesos Electorales, es una modalidad que busca 

la personalización del sufragio y la representación nacional, a través de la unidad política 

fundamental: el municipio.  Asimismo, la representación sectorial está en la base de la 

democracia directa, contemplada en la Constitución y desarrollada por el legislador (ver 

sentencia n° 355 del 16 de mayo de 2017). Así se declara.  

f)      El convocante de la Constituyente tiene la libertad de proponer las “Bases Comiciales”, 

en atención a lo expuesto supra y al principio del paralelismo de las formas (en lo que 

respecta al proceso constituyente de 1999). En esta etapa inicial, antes de la elección de 

los constituyentistas, dos poderes constituidos examinan desde su competencia la 

iniciativa y sus bases comiciales: el Poder Electoral y el Poder Judicial. En este examen 

deben tenerse como guía los límites contenidos en el artículo 350 de la Constitución: No 

hay evidencia alguna de violación de los mismos y la configuración de las bases 

comiciales sólo debe respetar las garantías democráticas, que se aseguran, entre otros, con 

el respeto del principio de la personalización del sufragio; la adecuada representación 

territorial, para que todos los municipios tengan voz y voto y el resultado de la Asamblea 

no implique la imposición de unos pocos estados cuantitativamente mayoritarios; la 

participación de sectores representativos de los cuerpos sociales que hagan realidad la 

democracia directa y los medios de participación y protagonismo del pueblo y de sus 

integrantes individuales (participación territorial) y comunitarios (participación sectorial). 

El principio de representación proporcional, eje de la democracia política 

representativa, debe hacerse compatible con los mecanismos propios de la democracia 

participativa y protagónica. Y así como el gobierno democrático en los términos del 

artículo 2 eiusdem es constitucionalmente relevante, también lo es garantizar los 

principios contenidos en el artículo 4, que exige no sólo el respeto de nuestro modelo 

particular de Estado federal, sino “los principios de integridad territorial, cooperación, 

solidaridad, conciencia y corresponsabilidad” (subrayado de este fallo), de los entes que 

integran la federación. Entre las posibilidades técnicas que implican el diseño de las bases 

comiciales para una Asamblea Constituyente hay que ponderar, al lado del principio 
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clásico de la soberanía popular (Rousseau), la estructura del Estado y el principio de la 

soberanía nacional, sin lo cual corre riesgo la integridad del país. 

g)    El proyecto de “Bases Comiciales” respeta, en criterio de esta Sala, el concepto de la 

democracia participativa y el sufragio universal, directo y secreto. En efecto, sobre el 

concepto de democracia plasmado en el texto fundamental de 1999, ya hemos advertido 

que tiene mecanismos de democracia directa que facultan la presencia privilegiada de 

sectores sociales cuyo protagonismo ha sido destacado por el legislador, en particular a 

través de las leyes del poder popular.  

Por otra parte, es digno de destacar que la escogencia de los constituyentistas deberá 

hacerse “en el ámbito territorial y sectorial, mediante el voto universal, directo y secreto” 

(artículo Primero del Decreto. Extracto y subrayado de este fallo). En consecuencia, esta 

Sala no advierte violación alguna del principio constitucional del sufragio. Así se declara. 

Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: www.tsj.gob.ve 

12 de junio de 2017 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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